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Igual que vàrem fer quan es va admetre a tràmit el “Pla Ibarretxe” al 
Parlament Basc (Pàgina d’opinió nº 19), els oferim les reaccions editorials 
dels principals diaris nacionals i bascs davant la reunió de dia 13 de gener 
de 2005 entre el president del Govern, José Luís Rodríguez Zapatero, i el 
Lehendakari, Juan José Ibarretxe. 
 



Oportunidad para empeorar 

El País  

La propuesta de ruptura del Estatuto de Gernika aprobada por el Parlamento vasco el 30 de 
diciembre no debe ser vista, según Ibarretxe, como "un problema", sino una "maravillosa 
oportunidad".  

Tras entrevistarse con Zapatero por espacio de casi cuatro horas, el lehendakari repitió ayer, con 
el aire de quien proclama verdades evidentes de suyo, los tópicos acostumbrados, incluyendo 
falacias manifiestas, a la vez que despachaba las críticas que se han dirigido contra su plan 
como "insultos y descalificaciones".  

Y volvió a decir que lo aprobado en Vitoria con el respaldo de la mitad más dos de los diputados 
del Parlamento vasco era la voluntad de la sociedad vasca, mientras que su previsto rechazo por 
el 90% de los diputados del Congreso no sería la voluntad de la sociedad española, sino la "del 
PP y PSOE".  
 
El acuerdo que dijo perseguir es imposible en tales términos. La voluntad de los vascos se 
expresó en el Estatuto de Gernika: un triple pacto entre vascos nacionalistas y no nacionalistas, 
entre vascos y el resto de los españoles y entre los tres territorios de Euskadi.  

El resultado de la iniciativa del lehendakari para sustituir ese Estatuto por su proyecto supone la 
ruptura unilateral de los tres pactos. Resulta un sarcasmo hablar en esas condiciones de 
propuesta para la convivencia y oportunidad para resolver un problema cuyo origen situó en 
1839.  
 
El propio Estatuto de Gernika establece sus vías de reforma, que contempla, de acuerdo con la 
lógica de los regímenes federales, la intervención del Parlamento central. Precisamente para 
evitar rupturas unilaterales, como la que ahora pretende Ibarretxe.  

Lo absurdo es afirmar que se sigue el procedimiento de reforma previsto en el art. 46 del 
Estatuto y adelantar que si la intervención de Las Cortes no confirma el texto aprobado en el 
Parlamento de Vitoria convocará un referendum (con ese u otro nombre) para desbloquear la 
situación. Eso no es una reforma, sino la pretensión de que se dé vía libre a un proceso de 
ruptura.  

La lógica autonómica implica que el Estado reconoce el derecho al autogobierno a cambio de la 
renuncia a planteamientos soberanistas o autodeterministas. Ibarretxe pretende que sean los 
vascos no nacionalistas quienes renuncien a sus derechos e intereses para satisfacer nuevas 
demandas nacionalistas.  
 
Se percibió un interés de Ibarretxe por equiparar su propuesta con la reforma en marcha del 
Estatuto catalán. Preguntó por qué Zapatero dijo que convalidaría lo aprobado por el parlamento 
catalán y hace lo propio con su proyecto. La respuesta es: porque la reforma catalana se 
construye desde una voluntad expresa de consenso y de respetar el marco constitucional.  

Mientras que, como hizo notar la vicepresidenta Fernández de la Vega, la propuesta que 
Ibarretxe defendió ante Zapatero vulnera la Constitución española y la europea, y no sólo no 
cuenta con un respaldo comparable al del Estatuto que pretende sustituir, sino que divide 
profundamente a la sociedad vasca.  
 
Tal vez lo más penoso de la comparecencia del lehendakari ayer fue la absoluta omisión de 
cualquier referencia a los intereses y sentimientos de esa otra mitad de la sociedad vasca. Negó 
que existiera crispación y reiteró su mensaje acerca de lo bien que se vive en Euskadi.  



Ibarretxe en la Moncloa 

ABC  

LA visita de Juan José Ibarretxe a La Moncloa se saldó, como estaba previsto, con la 
intransigencia del lendakari y con la firmeza negativa de Rodríguez Zapatero, matizada por su 
estilo de cortesía y su propósito de no ofrecer aristas de abierta confrontación al nacionalismo. 
La intervención posterior del jefe del Gobierno vasco demuestra, tanto en las formas como en el 
fondo, que vino a Madrid a hablar y a plantear, sin ningún recorte dialéctico, el mantenimiento 
de su plan.  

Tras la reunión quedó claro, por si alguien tenía duda, cuáles son las intenciones y los proyectos 
del nacionalismo. Ya se sabía que el presidente del Gobierno iba a rechazar el plan, pero 
acertaba Ibarretxe cuando declaró que su propuesta de libre asociación no es el problema. 
Efectivamente, tiene razón: el problema es la estrategia nacionalista que arrancó en 1998 y que 
continuará después de que el Congreso rechace la propuesta del Parlamento vasco.  

La declaración de la vicepresidenta De la Vega no aportó demasiada luz sobre la disposición del 
Ejecutivo ante esa estrategia futura, ni siquiera precisó, a pesar de ser preguntada, qué hará si 
el Gobierno de Vitoria convoca finalmente la consulta popular. Cabe esperar que a lo largo de 
esas cuatro horas Zapate ro le explicara a Ibarretxe cuáles son los instrumentos con los que 
cuenta el Estado para hacer frente a sus propósitos.  

Pese a que los hermeneutas del nacionalismo pronosticaban un freno de Ibarretxe ante el 
vértigo de la confrontación, el lendakari fue otra vez explícito al confirmar que «dará la palabra 
al pueblo» si no hay negociación. El escenario que se debe afrontar, y que es el que realmente 
compromete al Gobierno, se abrirá cuando el nacionalismo vasco ponga nuevamente a prueba a 
las instituciones del Estado con la convocatoria de la consulta popular.  
 
EL claro «no» del presidente del Gobierno a la propuesta soberanista estuvo acompañado con la 
indicación de Zapatero de que si elige el camino del consenso y de la ley, contará con su 
colaboración. Hizo bien en rechazar el plan, pero quizás perdió la ocasión de ser más claro y de 
eliminar toda duda sobre cómo será el futuro a corto plazo.  

Las instituciones en un Estado de Derecho deben ofrecer certidumbres, dar seguridad a los 
ciudadanos en aquellas encrucijadas en las que el Estado debe imponerse sin reservas.  
 
La encrucijada más grave no será la votación sobre el plan Ibarretxe en el Congreso, sino el día 
después, cuando el nacionalismo apele «a la palabra de los vascos», como ayer anunció el 
lendakari. No es suficiente insistir en la obviedad de que el plan es ilegal. Ante todo es preciso 
que el Estado transmita autoridad y confianza a los ciudadanos.  

El problema seguirá siendo el nacionalismo desleal e insolidario, no un documento u otro. Pensar 
lo contrario es hacer el juego a los nacionalistas, cuyo empeño constante es sobreponer la falta 
de soberanía a la falta de libertad. Por eso, ETA no existió ayer. El lendakari se olvidó de la 
banda terrorista, aunque la tregua planee sobre la estrategia nacionalista, y sólo condicionó el 
bienestar de los vascos a un mayor autogobierno.  

Otra vez, el conflicto no es ETA ni su terrorismo, sino la incomprensión de España hacia el País 
Vasco, que arranca desde 1839, según dijo el lendakari, repitiendo la misma frase que pronunció 
cuando visitó a Aznar por última vez. Entrar en el juego de que hay que buscar consensos para 
cambiar el régimen político actual en el País Vasco puede tener efectos negativos como que sea 
aprovechado por los doctrinarios del nacionalismo, tanto el gobernante como el terrorista, que 
argüirán que los vascos sufren no porque la mitad de ellos son víctimas potenciales y reales de 
ETA, sino porque les falta un poco o mucho de autogobierno.  
 



SI el Gobierno de Zapatero ha dado a entender que este plan de Ibarretxe no sirve, pero otro 
puede que sí, podría producirse un retroceso del constitucionalismo en el País Vasco.  

El jefe del Ejecutivo no puede caer en la tentación de la suficiencia aunque tenga todo el derecho 
a diseñar su propia estra tegia política. Será él, a la postre, el encargado de dar respuesta al 
desafío secesionista, pero no debería nunca olvidar que ante la gravedad del órdago y sus 
previsibles consecuencias en la solidez del Estado de Derecho ha de contar con el Partido 
Popular. Por eso la reunión verdaderamente importante no es la mantenida ayer con Ibarretxe, 
sino la que hoy mantendrá con Rajoy.  
 
Las prioridades del Estado no pueden venir dadas por la estrategia del partido gobernante. No se 
trata de que Ibarretxe deje su plan para hacer una variable que se acomode a los equilibrios del 
PSOE con las fuerzas nacionalistas, sino de exigir al nacionalismo que, sin condiciones, 
contribuya a la derrota incondicional de ETA, sin transacciones políticas con sus testaferros 
parlamentarios. El único proceso que hay que exigir al nacionalismo es el de la paz, que no se 
logrará con sucedáneos soberanistas.  
 
Ibarretxe ha dejado claro su mensaje. El Gobierno, no tanto, pues debió ser aún más preciso 
ante los diferentes escenarios. Además Zapatero se queda con el aviso de que el nacionalismo 
explotará el agravio victimista otra vez, pero no con cargo a los españoles en su conjunto, como 
era habitual, sino a los catalanes.  

Por dos veces recordó el lendakari que el acuerdo del tripartito presidido por Maragall contempla 
la convocatoria de una consulta si la reforma del Estatuto catalán es rechazada o no progresa. Y 
también recordó el compromiso del jefe del Ejecutivo de aceptar la reforma estatutaria tal y 
como fuera aprobada por el Parlamento de Cataluña.  

Estas palabras, a diferencia de los silencios, pueden esclavizar a Zapatero y a su Gobierno 
cuando tengan que asumir la responsabilidad de unas decisiones que o se ejercen o se pierden, 
pero, cuando llega el momento de aplicarlas, no se re servan. El nacionalismo ha llegado hasta 
donde se le ha dejado, y llegará mucho más allá si sólo se le oponen clases teóricas de derecho 
constitucional y buen gobierno.  

 



Lo mismo que dijo en un hospital de San Sebastián ante la figura doliente del exconsejero 
socialista Ramón Recalde, al que acababan de pegar un tiro en la boca, en septiembre de 2000. 
También se le olvidó mencionar el hecho de que la mitad de los diputados vascos, así como los 
conceja les y otros representantes del PP y PSOE, están obligados a vivir con escolta 
permanente. 

 



Rechazo al plan 
 
El correo 
 
El encuentro entre el presidente Rodríguez Zapatero y el lehendakari Ibarretxe ofreció ayer el 
único resultado que cabía esperar: la rotunda negativa del jefe del Ejecutivo a que el plan 
soberanista se abra paso mediante la engañosa oferta negociadora del Gobierno vasco. Estos 
dos últimos años han sido testigos de lo que el lehendakari y su partido entienden por el diálogo 
y la negociación. Su cerrazón ante las críticas y discrepancias, su obstinación en negar la 
obviedad de que el plan constituye una palanca para la fractura política y social y su empeño en 
confundir la mayoría absoluta del Parlamento vasco con la absoluta mayoría de la sociedad 
vasca reflejan hasta qué punto su intención no es otra que la de justificar su salida del marco 
constitucional transfiriendo la responsabilidad de sus actos a quienes tienen la obligación de 
velar por la legalidad. 
 
El nacionalismo vasco intenta presentar su proyecto como si se tratara de un mero reflejo de la 
normalidad democrática cuando, en realidad, quiebra esa normalidad conduciendo al País Vasco 
hacia una situación de excepcionalidad. La terquedad ha sido la única virtud mostrada por el 
lehendakari desde que gestara su plan. Su tenacidad ha tratado de disuadir a la sociedad vasca 
advirtiendo de que su proyecto no va a dar marcha atrás. El hecho de que el nacionalismo 
conciba la confrontación política como una colisión de soberanías entre el País Vasco y España, el 
hecho de que escenifique su política como si, de facto, Euskadi constituyera una entidad libre 
asociada con el Estado constitucional español, demuestra hasta qué punto resulta ingenuo 
esperar del Gobierno vasco y de las formaciones que lo sostienen una mínima modificación de 
posturas. 
 
Ayer el presidente Rodríguez Zapatero desaprovechó la oportunidad de comparecer 
personalmente ante la opinión pública. La posición del Gobierno habría quedado más nítida y la 
ciudadanía se habría sentido mejor correspondida si el presidente se hubiera decidido a expresar 
con sus propias palabras su negativa a enredarse y enredar a la España constitucional en un 
diálogo fingido con el empecinamiento nacionalista. Tanto quienes en la sociedad vasca albergan 
graves motivos para sentirse inquietos ante los propósitos abertzales como la inmensa mayoría 
de los españoles pueden estar seguros de la firmeza con la que el Gobierno impedirá cualquier 
aventura al margen de los cauces constitucionales. El lehendakari Ibarretxe volvió a advertir 
ayer de que la negativa de las Cortes a tramitar su proyecto le llevará a someterlo a consulta 
popular. Ése será el momento de la ruptura. Ante semejante amenaza, al Gobierno le 
corresponde velar por la legalidad y a la ciudadanía vasca, impedir que se perpetre un atropello 
cuya principal víctima será ella misma. 

 



Un cínico Ibarretxe aprovecha los errores tácticos de Zapatero 

El Mundo 

Lo que sucedió ayer se puede resumir en muy pocas palabras: Zapatero dejó claro a Ibarretxe 
que no va a negociar su plan soberanista, mientras que el lehendakari anunció que seguirá 
adelante al margen de lo que decida el Parlamento de la nación.  

El encuentro entre los dos presidentes había suscitado una enorme expectación pero sólo sirvió 
para perfilar nítidamente dos posiciones absolutamente enfrentadas: Zapatero se comprometió a 
que, mientras él sea jefe de Gobierno, «jamás se aprobará ni aplicará» el plan soberanista; e 
Ibarrretxe aseguró que, mientras él sea lehendakari, la voluntad de los vascos no podrá ser 
sustituida por la voluntad del Parlamento español.  
 
Es evidente que las dos alternativas son incompatibles, por lo que sólo uno de estos dos 
gobernantes podrá estar a la altura de sus promesas. El que pierda habrá arruinado su carrera 
política. 

El que gane podrá capitalizar el éxito. Pero lo que hay en juego es mucho más que el triunfo o la 
derrota de una opción personal política o ideológica. Se está dilucidando el modelo de Estado, 
las libertades y el bienestar de todos los españoles. Por ello, no podemos ni queremos creer otra 
cosa sino que esta batalla la va a ganar Zapatero con el apoyo del PP y de otras fuerzas 
democráticas.  
 
Por eso, resulta tan preocupante que Ibarretxe encontrara ayer en La Moncloa la plataforma 
soñada para manipular a la opinión pública vasca con un catálogo de cínicas falsificaciones de la 
realidad, envueltas en un lenguaje melifluamente tartufesco.Si Zapatero aspira a ganar la 
partida de las elecciones vascas, ayer se marcó un gol en propia meta.  
 
Ello pone en evidencia los errores tácticos del presidente, convencido hasta ayer de que la mano 
izquierda, el diálogo y el talante podrían hacer recapacitar a los nacionalistas. Hoy ya sabe que 
esa actitud no sirve para nada.  
 
El presidente ha cometido tres errores muy importantes desde el pasado 30 de diciembre, fecha 
en la que el Parlamento vasco aprobó el plan secesionista. En primer lugar, no haber presentado 
ya el recurso de inconstitucionalidad, lo cual era perfectamente posible al ser una resolución con 
efectos jurídicos. En segundo lugar, no haber sido capaz de articular una estrategia conjunta con 
el PP para responder a la magnitud del desafío. Y, en tercer lugar, no haber preparado ayer una 
mejor respuesta del Gobierno a los planteamientos -altamente ofensivos para la mayoría de los 
españoles- que el lehendakari hizo a la puerta de su casa, que es la de todos.  
 
Mezcla de fanático y farsante, Ibarretxe acertó a transmitir una imagen de falsa moderación 
ante su clientela nacionalista, mientras que María Teresa Fernández de la Vega le daba una 
réplica firme en el fondo pero llena de titubeos y dudas en la forma.Si quería fingir menosprecio 
ante el inquietante mensaje de Ibarretxe, Zapatero podría haber delegado en una persona de 
menos nivel para responderle. Pero se equivocó al encargar el papel a la vicepresidenta, que 
pareció amedrentada y vacilante ante la trascendencia de la ocasión.  
 
El preludio del desencuentro que tuvo lugar en Moncloa fue la fría recepción de Zapatero a 
Ibarretxe, al que esta vez no sonrió ni trató de cautivar con el talante. En esto sí acertó. Pero la 
gravedad de los argumentos tan moralmente humillantes como intelectualmente inconsistentes 
requerían luego una respuesta más rica, articulada y contundente.  
 
Ibarretxe afirmó ayer que «los vascos y las vascas» tienen derecho a autodeterminarse al 
margen de la legalidad vigente y de la Constitución aprobada por todos los españoles. Pero 
soslayó que igualmente tiene derecho Alava a decidir su futuro o la ciudad de Barakaldo -o la 
manzana de una barriada- a quedarse al margen del proyecto soberanista si así lo quieren sus 



habitantes. Ibarretxe se arrogó el derecho a decidir quién, cuándo y cómo debe encauzar el 
ejercicio de esa supuesta soberanía mediante su prometida consulta sin base legal alguna.  
 
Con la lógica de un tahúr, el lehendakari contrapuso la voluntad de «la inmensa mayo ría» de la 
sociedad vasca a lo que decidan unilateralmente PSOE y PP cuando en realidad lo que está 
enfrentado es un plan impulsado por los partidos nacionalistas -incluida la ilegal y terrorista 
Batasuna- frente a la soberanía del conjunto de la nación.  
 
Su cinismo llegó a la infamia cuando habló del «crispado debate» con que ha sido acogido su 
plan frente a la pretendida «tranquilidad» de la sociedad vasca. Los casi 1.000 asesinatos de 
ETA y la eliminación de oponentes políticos directos suyos como Ordóñez y Buesa le deben 
parecer a Ibarretxe un elemento más del idílico paisaje que dibujó.  
 
No hizo ni una sola mención a ETA ni a sus víctimas, ni al chantaje de la izquierda radical a la 
población no nacionalista ni a la falta de libertades básicas que existe en el País Vasco.  
 
Remontó la legimitidad del nacionalismo vasco a la sucesión de Fernando VII y las guerras 
carlistas, lo que hurta cualquier comentario sobre la consistencia intelectual de este personaje, 
que fundamenta los derechos históricos de los vascos en una revuelta ultramontana y vinculada 
a la monarquía absoluta.  
 
Y para rematar el fraude, afirmó de forma solemne que Batasuna se había alineado con el PP y 
el PSOE en la Cámara de Vitoria en numerosas ocasiones. Sólo omitió mencionar que Batasuna 
es ilegal gracias a la ley impulsada por ambos partidos, mientras que el PNV ha desobedecido al 
Supremo y ha protegido de forma descarada a la formación de Otegi.  
 
El odioso desafío de Ibarretxe hace urgente y necesario un acuerdo entre PSOE y PP, que 
debería gestarse en el encuentro de hoy entre Zapatero y Rajoy. Este habló ayer de «un pacto 
generoso» para que el Gobierno pueda dar una respuesta adecuada al plan soberanista. La gran 
mayoría de los ciudadanos esperan este entendimiento por encima de las legítimas diferencias 
políticas, que deben ser puestas en segundo plano ante la dimensión del reto.  

 



Frontón en la Moncloa 

El Periódico  

Ibarretxe no mueve ni un milímetro su plan para cambiar unilateralmente la relación de Euskadi 
con el resto de España. Ante eso, Zapatero reiteró que mientras él sea presidente del Gobierno 
el proyecto del lendakari "nunca se aprobará y jamás se aplicará". La entrevista de la Moncloa 
fue un duro partido de frontón sin concesiones.  

Zapatero subrayó que el plan Ibarretxe no se ajusta ni a la Constitución ni a las leyes vigentes. 
Su interlocutor amenazó con el anunciado referendo ilegal si el Congreso español lo rechaza. 
También desoyó la invitación a empezar de nuevo la reforma estatutaria vasca y efectuarla por 
la vía catalana.  

El lendakari fue incorrecto al fijar un paralelismo entre su plan y lo que hace Catalunya, porque 
ésta redacta su Estatut con voluntad de consenso total y respetando lo previsto por la 
Constitución. Y manipuló la "consulta" que quizá hagan los catalanes --que sería un legal 
adelanto de elecciones-- al equipararlo al referendo que él propone.  

No se abren vías. El plan Ibarretxe sólo lo apoyan el tripartito vasco y Batasuna; sin un respaldo 
amplio en Euskadi y con oposición casi absoluta en el resto de España. Ante eso, Ibarretxe debe 
decidir ahora si después del partido en el frontón va a seguir corneando contra el muro.  

 



Firmeza frente al chantaje 

La Razón  

En política, las formas son tan importantes como el fondo. Por ello, hay que cuidar que una 
escenificación excesiva no acabe por desdibujar la percepción de las cuestiones básicas. Es, 
ciertamente, el único reproche que se le puede hacer al presidente del Gobierno con respecto a 
la reunión que mantuvo ayer en Moncloa con Ibarreche.  

Porque la firmeza y claridad con las que el jefe del Ejecutivo rechazó las propuestas inviables de 
un «plan» que supone la ruptura de la unidad constitucional de España, pudieron quedar 
obscurecidas ante la opinión pública por la actitud de un presidente autonómico que en todo 
momento procuró trasmitir la sensación de que se había producido una reunión entre iguales.  

Era evidente, por otra parte, y así se había advertido desde el PP, que la loable cortesía política 
desplegada por Zapatero, no iba a ser correspondida por un interlocutor que, como arrebatado 
por una fe mesiánica, no solo niega los principios sobre los que se asienta el Estado español, y 
que son además el origen de la legitimidad del actual autogobierno del País Vasco, sino que 
pretende arrebatar el derecho de soberanía que nuestra Carta Magna otorga en exclusiva a todo 
el pueblo español.  

Resonarán durante mucho tiempo en los pasillos de la sede de la Presidencia del Gobierno las 
palabras del lendakari: la voluntad de los vascos está por encima de lo que digan el PP y el 
PSOE, despreciando paladinamente la voz y la voluntad, democráticamente expresadas, de la 
inmensa mayoría de los ciudadanos.  
 
Sin embargo, sería injusto que la crítica a la forma ocultara el merecido elogio a la actuación del 
Gobierno. Pese a la presión de algunos de sus socios, como ERC, Rodríguez Zapatero ha 
cumplido, como no podía ser de otra forma, con el mandato constitucional. No sólo ha rechazado 
una negociación imposible por indigna, sino que ha empeñado su palabra de que tal desafuero 
no se producirá mientras él esté en el Gobierno.  
 
Otra cuestión es el rédito que intenten obtener el lendakari y su partido, el PNV, de la deferencia 
institucional y pólítica con la que el Gobierno ha tratado hasta ahora su incalificable pretensión. 
Aunque es indudable que esa deferencia no iba destinada al lendakari, en cuanto a miembro 
caracterizado del nacionalismo independentista, sino al conjunto de la sociedad vasca, hubiera 
sido mucho más eficaz responder a su propuesta con un simple, pero firme y educado, «no».  
 
Lo importante es que el lendakari Ibarreche ha recibido una respuesta clara y contundente. 
Debería ser capaz de transmitirla con todas sus implicaciones a los ciudadanos vascos, pero es 
de temer que intente convertir la próxima cita con las urnas de su comunidad en un plebiscito; 
lo que sería adulterar el verdadero sentido del proceso democrático. Las elecciones autonómicas 
no pueden modificar la Constitución. Zapatero se lo ha intentado explicar durante más de tres 
horas pero, por lo visto y oído al lendakari tras la reunión, no parece haber entendido nada.  
 
Hoy se reunirán en Moncloa los máximos representantes de los dos principales partidos políticos 
españoles. Es de desear que el sentido de Estado que ha evidenciado Zapatero se refuerce con 
la aceptación sin reservas de la mano tendida del presidente del Partido Popular para afrontar, 
juntos, el desafío a la nación española. 

 



Callejón sin salida 

La Vanguardia 

Tras más de tres horas y media de reunión en la Moncloa, los presidentes Rodríguez Zapatero e 
Ibarretxe, no llegaron ayer a ningún acuerdo, como estaba previsto, con respecto al proyecto de 
reforma del Estatuto de Gernika aprobado por el Parlamento vasco. El tono de la reunión fue en 
todo momento correcto e institucional, como no podía ser de otra forma.  
 
El lehendakari, que calificó su proyecto como una opción para la convivencia amable y no para 
romper, propuso a Zapatero abrir negociaciones entre los dos gobiernos. Por su parte, el 
presidente del Gobierno español le dijo que no habría negociación, calificó el plan Ibarretxe de 
error en el fondo y en la forma, porque conduce a un callejón sin salida, y le instó a buscar un 
acuerdo político en Euskadi que una a los ciudadanos vascos y que respete las reglas del juego.  
 
En ese callejón sin salida en el que se ha metido el lehendakari vasco, tras la aprobación de su 
plan con los votos del brazo político de ETA, hay una certidumbre y una advertencia. La 
certidumbre es que el emplazamiento del presidente Zapatero coloca a Ibarretxe frente a sus 
propias responsabilidades. El Parlamento vasco tiene el derecho, que nadie le discute, a aprobar 
su reforma del Estatuto. El mismo dere cho que tiene el Congreso de los Diputados a rechazarla.  
 
Puesto que la Cámara no dará luz verde al plan de Ibarretxe, el lehendakari tiene dos opciones. 
La primera es desandar el camino y reformar el proyecto estatutario en aquellas cuestiones que 
son motivo de rechazo, lo que le enfrentaría al sector más radical de su partido y de la izquierda 
abertzale. 

O bien puede Ibarretxe apostar por la convocatoria del referéndum, lo que significaría una 
ruptura. Esta última posibilidad, sin embargo, puede crearle problemas en su propio electorado, 
que ya da muestras de inquietud, especialmente entre el empresariado. Todo ello a las puertas 
de unas elecciones en las que Ibarretxe y el PNV se juegan mucho.  
 
Y la advertencia es que Ibarretxe intentó esgrimir a la salida de la reunión, y por dos veces, la 
vía catalana en su favor. Hay muchas diferencias entre el camino recorrido por el proyecto vasco 
y el catalán aún en elaboración, pero la más notable es que no se plantea un texto desde el 
Govern, sino que se elabora en una ponencia conjunta y que deberá ser aprobado por dos 
tercios del Parlament. Mientras un proyecto divide, el otro debe hacerse necesariamente desde 
el consenso. 

 



Desprecio expreso a la voluntad vasca 
 
Gara 

El presidente del Gobierno español, José Luis Rodríguez Zapatero, y el lehendakari, Juan José 
Ibarretxe, mantuvieron una reunión de cerca de cuatro horas en el Palacio de la Moncloa. La 
información sobre el contenido del encuentro ofrecida por ambas partes a la conclusión del 
mismo transitó, lamentablemente, por los caminos esperados. La negativa española a abrir 
ningún tipo de negociación o búsqueda de acuerdos sobre la base del texto aprobado el pasado 
30 de diciembre por la mayoría absoluta del Parlamento de Gasteiz conduce irremediablemente 
hacia un choque entre la legalidad del Estado y la legitimidad de la sociedad vasca para en todo 
o en parte expresar su voluntad.  

Las palabras de la vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega, en la rueda 
de prensa posterior a la reunión supusieron un desprecio expreso a la parte de la sociedad vasca 
que representa el Parlamento de Gasteiz y son sobrada muestra del escaso talante democrático 
del Ejecutivo de Rodríguez Zapatero. Madrid señala que se niega a dialogar o negociar el 
acuerdo alcanzado por la Cámara autonómica porque la propuesta no se atiene a las directrices 
marcadas por la Constitución española y porque no cuenta con el consenso necesario. Esto es 
totalmente incierto. El proyecto de reforma estatutaria ha seguido escrupulosamente los pasos 
marcados tanto por la Constitución como por el actual Estatuto de 1979. Otra cosa es que su 
contenido exceda los estrechos marcos legales actuales. Pero esto no sirve para tachar el 
proyecto de inconstitucional, como queda claro en el hecho de que el Gobierno español no quiera 
recurrir al Tribunal Constitucional para no recibir el mismo varapalo que se llevó José María 
Aznar. En cuanto a la cuestión del consenso, la propuesta cuenta con la mayoría absoluta del 
Parlamento de Gasteiz, que es la exigida por las leyes. Lo que el Gobierno español está 
queriendo decir es que esa mayoría absoluta, ese «consenso necesario», no es de su agrado 
porque no refleja las posiciones de PSOEy PP, y por lo tanto lo desprecia y exige una revisión de 
todo el proceso.  

Este es, evidentemente, un mal punto de partida. Un acuerdo institucional legal, que en su parte 
inicial recoge las cuestiones esenciales para poder resolver un conflicto que se prolonga ya por 
demasiado tiempo, va a ser rechazado sin dar siquiera una oportunidad al diálogo multilateral y 
no sólo entre gobiernos. Y todo porque, por mucho que digan, temen que los vascos puedan 
expresarse en libertad. -  

 


